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Resumen.

La complejidad de los problemas sociales y el tratamiento de las necesidades ciudadanas exigen de la implicación del conjunto de los empleados públicos y de la capacidad de las administraciones públicas para estimular su iniciativa, compartir el conocimiento y promover nuevas ideas. El reconocimiento debido a la capacidad, las aptitudes y las competencias de los empleados es condición inexorable para la aportar valor a los servicios públicos y para la mejorar la calidad de vida de los ciudadanos.
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La generación de valor público desde el conocimiento: la conformación de una organización pública que aprende e innova.

Introducción

Habitualmente las administraciones públicas han sido visualizadas como organizaciones reaccionarias e incapaces de asumir cualquier proceso de cambio y de innovación. Los parámetros y principios de gestión tradicionales alineados a la concepción weberiana que rigen el funcionamiento de las administraciones públicas se muestran, en la actualidad, poco prácticos para hacer frente a los problemas y a las necesidades de una sociedad dinámica y en continuo cambio.

Buscar soluciones efectivas a problemas tan variados como el acceso a la vivienda, el deterioro del medio ambiente, la inserción social o la erradicación de la pobreza, entre otros, exige un replanteamiento en la forma de gestionar los asuntos públicos. Hoy en día la compleja naturaleza de los problemas públicos reclama considerar otros posicionamientos distintos o complementarios a las propuestas realizadas por los equipos de gobierno y que pongan en valor las ideas y la creatividad del recurso esencial de las administraciones: sus empleados.

Los órganos políticos y directivos de las administraciones públicas son los responsables de liderar un proceso de cambio que estimule la creación y el flujo de ideas entre los diversos niveles de la Administración. Los criterios por los que han de regirse la acción de gobierno requieren de una gestión de los asuntos públicos más abierta, más colaborativa, más cooperativa y más centrada en la co-creación de ideas aportadas desde los equipos de gobierno, los directivos y los empleados públicos.  Se trata de aunar esfuerzos y conocimiento aprovechando y capitalizando las sinergias que se derivan de la inteligencia colectiva que reside en seno de las organizaciones públicas.

En esta ponencia se pone de relieve la necesidad que tiene la Administración Pública para innovar con los empleados, para generar valor público y para apreciar el valor del conocimiento en la solución de problemas públicos. De su lectura podrán extraerse los motivos que existen para que la Administración Pública ponga en valor su conocimiento e innove; cómo la formación de los empleados públicos aporta los cimientos adecuados para el aprendizaje y la generación de valor público; qué factores impiden la gestión del conocimiento en las administraciones y qué medidas pueden adoptarse para hacer del conocimiento un factor estratégico, para finalizar con algunas orientaciones destinadas al establecimiento de un sistema de indicadores y de evaluación con el que orientar a la Administración Pública a ser una organización que aprende y que innova.



1. En busca de la innovación pública
Las administraciones públicas son estigmatizadas de forma continua por su falta de capacidad y de competencia para innovar y para aportar soluciones creativas a las demandas y problemas ciudadanos. Esta situación debilita indefectiblemente la legitimidad de los gobiernos y genera un estado de incertidumbre entre la ciudadanía que ha visto disminuir, esencialmente a raíz de la profunda crisis económica de 2008, los servicios públicos que les eran prestados.

Continuamente se ha puesto en entredicho la capacidad de las administraciones para atender de forma efectiva y eficiente las demandas ciudadanas desde el apego a los principios de gestión burocráticos pero también desde criterios de actuación propios de la Nueva Gestión Pública que en algunos supuestos se han mostrado disfuncionales con la naturaleza y características del ámbito público[footnoteRef:1].  [1:  La excesiva fragmentación de las administraciones, la falta de coordinación y cooperación entre ellas; la excesiva focalización en la consecución de objetivos y resultados y el alejamiento de la visión generalizadora y del conjunto del bienestar de la ciudadanía son algunas de las críticas que se han desprendido de una forma de gestionar los asuntos públicos desde los postulados de la Nueva Gestión Pública.] 


Actualmente, el dinamismo del entorno social y la complejidad de los problemas a los que se ha de hacer frente desde los equipos de gobierno requieren de una nueva cultura de gestión de los asuntos públicos que promueve la colaboración, la co – creación en programas y servicios públicos y la innovación. Es precisa una nueva forma de innovación que integre nuevas ideas y perspectivas ya que se ha demostrado que los principios burocráticos de gestión no producen la cantidad y calidad de innovaciones necesarias para resolver los nuevos retos emergentes y persistentes que se les exige a los políticos. (Bonmert, 2010: 15)

La innovación contribuye a la aportación de criterios y principios que permiten abordar los problemas y el planteamiento de soluciones desde las perspectivas, la información y el conocimiento que generan una extensa red de actores, entre ellos los empleados públicos. Los diferentes enfoques que pueden extraerse de su conocimiento forman una base sólida sobre la que tomar decisiones para hacer frente a las preocupaciones sociales más importantes. La contribución de todos ellos a la definición del problema y la puesta en común de potenciales soluciones crea un valor añadido que se traduce, a su vez, en la generación de un mayor capital intelectual y social que la comunidad ha de saber aprovechar para mejorar su calidad de vida y bienestar social. 
1.1- Aspectos externos que exigen la necesidad de innovación en el ámbito público

Sorensen y Torfing (2012) destacan, al menos, tres aspectos que condicionan e impulsan la necesidad de innovación en el sector público:

1 .- El importante volumen de exigencias y demandas de los ciudadanos hacia los gobiernos para la prestación de servicios hace que los responsables públicos se encuentren obligados a buscar soluciones alternativas que garanticen su continuidad y mantenimiento. 
Por otro lado, fruto de la situación de crisis económica y financiera, los gobiernos se encuentran apremiados a reflexionar y repensar el papel y la dimensión del sector público y a fijar criterios que les permitan garantizar la prestación de servicios públicos realizando una gestión más eficiente de los recursos.[footnoteRef:2] [2:  Las alianzas de “colaboración público privadas” entre organismos públicos y entidades sociales pueden contribuir a garantizar la prestación de determinados servicios públicos con un mayor nivel de eficacia y de eficiencia por parte de estas últimas aprovechando la experiencia y el know how acumulado del que puedan disponer. ] 


2 .- Un segundo motivo que obliga al sector público a innovar se encuentra determinado por la existencia de problemas complejos que requieren de la participación activa de diversos actores. La naturaleza de estos problemas demanda la aplicación de nuevas políticas y del aporte de ideas creativas que puedan ofrecerse desde diferentes ámbitos y sectores.[footnoteRef:3] [3:  Numerosas plataformas y espacios han surgido en distintos ámbitos para fomentar la interactuación y colaboración entre diversos actores en aras a generar ideas que contribuyan a mejorar la calidad de vida de los ciudadanos y a mantener su Bienestar Social. Mind Lab en Dinamarca; La27e Región en Francia; The Innovatión Hub en Canadá; The CPSI en Sur África o a nivel supranacional el Observatory of  Public Sector Innovation de la OCDE son solo algunos de los ejemplos.] 


3 .- Finalmente, el carácter que ha de darse a la innovación en el sector público ha de ser considerado desde un marco y planteamiento estratégico fruto de la interactuación que se produce entre diferentes actores. Todos ellos han de contemplar la innovación como un factor crítico que haga avanzar a la comunidad y garantizar el bienestar social de sus ciudadanos. La innovación en el sector público no ha de ser visualizado con un carácter accidental o episódico La innovación en el sector público ha de ser una actividad sistemática, permanente y eje sobre el que definir, diseñar y desarrollas políticas públicas.

1.2.- Aspectos internos que exigen la necesidad de innovación en el ámbito público

A los factores externos que impulsan la necesidad de innovar en el ámbito público se unen otros de índole interno que exigen hacer de la innovación un criterio central de gobierno.

1.- En primer lugar, es preciso incidir en que el modelo burocrático de gestión pública se ha mostrado incapaz e insuficiente para abordar la complejidad con la que los gobiernos han de hacer frente a los problemas sociales actuales. La estabilidad, la rigidez y el formalismo han hecho que la actitud de los gestores públicos haya sido reaccionaria ante la introducción de cualquier valor de cambio que suponga efectuar un planteamiento distinto en la forma de abordar y gestionar los asuntos públicos[footnoteRef:4]. Desde esta consideración ha traslucido la incapacidad del sector público para introducir ideas que promuevan la innovación en la prestación de sus servicios y en la aplicación de los programas de gobierno. [4:  La orientación hacia una Administración pública innovadora exige un perfil de directivo público consecuente con los valores de la organización que se pretende establecer. La orientación al riesgo; el espíritu innovador; la auto motivación; la capacidad de análisis; la capacidad para formular estrategias; la capacidad para dirigir equipos y la capacidad para gestionar conflictos es el perfil que exige una Administración pública que innova y que aprende.
] 


En este supuesto no ha resultado difícil hallar posturas tendentes a reconocer que la innovación es un concepto propio del sector privado, que las innovaciones que se producen en este sector son mejores que las que se producen en el sector público y que, en consecuencia, las organizaciones públicas deben de responder a sistemas y criterios de funcionamiento más propios de las empresas privadas que debieran de ser contratadas por el sector público para crear valor público ya que ello es garantía para la aplicación de éxito de innovaciones en el sector público (Hartley, 2012: 2).

2.- La visión cortoplacista de los equipos de gobierno impide rentabilizar desde un punto de vista político las aportaciones y resultados que se obtienen de los procesos de innovación que trascienden, por lo común, la duración de una legislatura.

La naturaleza de prestadora de servicios que como tal define a las administraciones públicas hace que la incorporación de innovaciones en él se encuentre condicionada por una mayor incertidumbre y variabilidad que las innovaciones que son aportadas por el sector privado más cortoplacistas y sujetas a la tangibilidad de los productos que produce.
 
Un actor privado puede, legítimamente, innovar buscando sobre todo la rentabilidad a corto plazo. Para un gobierno, fuera de las situaciones de emergencia, la innovación se plantea ordinariamente como una exigencia de respuesta a necesidades sociales duraderas (Longo, 2012: 53).

3.- En tercer lugar, la necesidad de innovación se encuentra determinada por el carácter contingente del entorno en el que se desenvuelven las administraciones públicas y la necesidad de que los programas y servicios públicos que se prestan se encuentren vinculados a sistemas de mejora continua que se pongan en práctica en su seno. Ello exige a las administraciones plantearse procesos de gestión distintos que acepten e integren la innovación como criterio y principio sobre el que generar valor público.
 
La incorporación de los criterios de innovación requiere de un modelo de gestión renovado al que paulatinamente se van adhiriendo las administraciones públicas mediante la incorporación de elementos y herramientas de gestión como: planes estratégicos, sistemas de calidad, mejora de procesos y procedimientos, evaluación de programas públicos, incorporación de principios de democracia participativa en el diseño y conformación de programas públicos, etc.

4.- En cuarto lugar, otro de los factores que impulsan y empujan a la Administración a innovar son sus empleados. La Administración Pública se halla cada vez más profesionalizada. Los empleados públicos están más formados y disponen de mayores aptitudes y actitudes para crear y aportar soluciones óptimas a los problemas. El modelo de gestión de personal de las administraciones ha de premiar y reconocer las competencias de los empleados públicos para aportar soluciones y la capacidad para tomar decisiones en consonancia con los problemas que tratan (empoderamiento organizativo). 

5.- Finalmente, la incorporación extensiva de las nuevas tecnologías de la información en las administraciones incentiva la transmisión del conocimiento y facilita la generación de nuevas ideas en el interior de la organización y su difusión hacia el exterior. Las tecnologías de la información predisponen no solo a los ciudadanos a obtener información sino también a aportar ideas y a participar en la toma de decisiones públicas en ámbitos que directamente les afectan.

2.- El valor estratégico de la formación como generadora de conocimiento y de innovación

2.1.- El valor estratégico de la formación

La formación, como el resto de subsistemas que integran la gestión del empleo público[footnoteRef:5], resulta un componente estratégico para lograr una Administración Pública innovadora. La formación genera conocimiento y es el proceso de conversión de conocimiento en valor en lo que consiste la innovación. (Abril Abadín et al., 2013) [5:  1.- Planificación; 2.- Reclutamiento y selección; 3.- Promoción y carrera profesional. 4.- Gestión del Rendimiento. 5.- Gestión de la Compensación. 6.- Gestión del Desarrollo. 7.- Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales y 8.- Organización de la Función de Recursos Humanos] 


Sin embargo, las posibilidades de innovación y generación de valor público en las administraciones no dependen solo del esfuerzo que realicen los gestores en el diseño y desarrollo de los programas formativos sino, ante todo, de las condiciones en las que se presta la actividad laboral en las organizaciones públicas y de las capacidades con las que cuentan los empleados para poner en práctica y aplicar los conocimientos que hayan adquirido. La formación únicamente adquiere valor e incide en la innovación pública en la medida en la que se convierte en aprendizaje por la aplicación del conocimiento y por haber obtenido de ello una determinada experiencia. El conocimiento que el empleado público logra en los programas formativos unido al feed back que le es devuelto por su aplicación constituye la base de su creatividad y de su innovación, la base del aprendizaje individual y del aprendizaje colectivo cuando éste es compartido.

Los principios que caracterizan la introducción de nuevas formas de gestión en la Administración Pública como son: la orientación al ciudadano; la eficacia; la eficiencia; la calidad en la prestación de servicios o el enfoque a resultados a través de lo que se ha venido denominando “Nueva Gestión Pública”, (Arenilla. 2011), únicamente pueden ser habilitados y puestos en práctica mediante la formación y el aprendizaje de los empleados públicos.

Renunciar a mejorar y desarrollar las capacidades y aptitudes de los empleados públicos e impedirles a que participen con sus ideas en la generación de valor público supone hacer escasamente efectivos los principios mencionados, perjudicar la prestación eficaz de los servicios públicos que los ciudadanos demandan y no obtener rédito alguno de las acciones formativas aplicadas. 

Tradicionalmente la ausencia de una política de formación en las administraciones ha constituido una debilidad que de forma negativa ha afectado a la gestión del empleo público esencialmente porque los gobiernos no han valorado ni considerado estratégica la gestión de su personal. Ni los procesos de capacitación se encontraban vinculados a necesidades reales ni existía un sistema de evaluación que permitiera medir el impacto de las acciones formativas llevadas a cabo.

Desde la perspectiva de las administraciones públicas, y así aparece reflejado en el Acuerdo de Formación para las Administraciones Públicas,[footnoteRef:6] la política de formación de los empleados públicos habría de constituir una prioridad incuestionable ya que coadyuva a dar cumplimiento a los principios de eficacia y de modernización, a la vez de ser un vector esencial para mejorar la productividad de los empleados públicos y la competitividad del país. Desde la perspectiva del empleado público esa misma política de formación ha de posibilitarle la adquisición de conocimiento, la interiorización de la cultura administrativa y mejorar sus posibilidades de desarrollo y progresión personal y profesional[footnoteRef:7]. Sin embargo lejos de todo ello, y tal y como comenta Jiménez Asensio (2010), la formación en el ámbito del empleo público se ha encontrado caracterizada por un tratamiento marginal e instrumental frente a otros ámbitos reguladores del régimen de gestión de personal en el ámbito público. [6:  Resolución de 8 de junio de 2010, de la Secretaría de Estado para la Función Pública, por la que se publica el Acuerdo de Formación para el Empleo de las Administraciones Públicas de 22 de marzo de 2010.]  [7:  El propio Acuerdo señala en su preámbulo la importancia de las acciones formativas en aras a mejorar la eficacia y la modernización de las administraciones públicas y en aras a motivar a los empleados públicos en su progreso personal y profesional. En los términos expuestos por el propio Acuerdo “la formación es una de las mejores inversiones que puede hacer cualquier organización y paralelamente, desde la posición de los empleados públicos, la formación profesional constituye sin duda una herramienta esencial en el desarrollo de su carrera profesional”.
] 


En opinión de este mismo autor, el modelo y las directrices que guían el sistema de formación en el ámbito público se encuentra agotado, está atomizado, es dudosamente eficiente y representa unos costes financieros desmesurados para la escasa rentabilidad que la organización recibe de esa formación vía transferencia de conocimientos. Son los propios actores que intervienen en el desarrollo de los programas de formación (técnicos, sindicatos, proveedores…) los menos interesados en promover un cambio en el sistema de formación del empleo público ya que ello supondría enterrar un modelo en el que se encuentran muy cómodos, en el que se distribuyen sus prebendas… (Jiménez Asensio, 2010: 640).

Como el Acuerdo mencionado, el informe elaborado por la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas (CORA) reconoce el fundamental papel que asume la formación de los empleados públicos e incide en replantear una política en esta materia apoyada en ciertos puntos clave que parten de las debilidades que han caracterizado al sistema de formación en el empleo público. En concreto, el informe CORA señala la necesidad de: 1.- Mejorar la coordinación entre los planes de formación de las distintas administraciones públicas posibilitando la apertura de los cursos de formación a distintos ámbitos de la Administración. 2.- Evitar acciones formativas continuistas y rutinarias. 3.- Vincular la formación a la planificación estratégica de cada ámbito. 4.- Potenciar las herramientas tecnológicas como medios o plataformas a través de las que desarrollar las acciones formativas, y 5 .- Incidir en la mejora de las habilidades y aptitudes de los empleados públicos potenciando un marco de gestión de personal fundamentado en las competencias.

2.2.- La formación sobre aptitudes y competencias

Vistas las argumentaciones hasta ahora realizadas es preciso afirmar que la formación debe de contribuir a aumentar la capacidad intelectual y la capacidad de discernir de los empleados públicos para aportar mayor valor añadido a sus actividades profesionales. Ahora bien, las posibilidades de mejorar la capacidad creativa e innovadora de los empleados públicos no depende exclusivamente de las acciones formativas que se provean desde las administraciones sino también del compromiso adoptado por ellas para generar el entorno y el clima adecuado que favorezca la generación de conocimiento y la aportación de valor entre sus empleados.

La cuestión radica en plantearse si los programas formativos cuyos contenidos tradicionalmente versan sobre los conocimientos técnicos que ha de manejar el empleado público en su puesto de trabajo son suficientes para un desempeño eficaz y eficiente de la actividad laboral y para hacer de las administraciones públicas unas organizaciones innovadoras y creativas. 

El análisis y la evaluación de las competencias a las que se refiere el punto cinco contemplado en el anterior apartado insta a los responsables de la gestión pública a considerar, no solo aspectos funcionales sino también los perfiles de competencias que son precisos que el empleado público disponga para la obtención de los resultados previstos en su actividad laboral y para la generación de valor en los servicios en los que aporta conocimiento.

Por lo común, los planes formativos en las administraciones públicas han asociado su contenido a la impartición de conocimientos alineándolos en su mayoría, y prácticamente de forma exclusiva, a las características y la naturaleza de las tareas desempeñadas por los empleados públicos. En una sociedad definida como del conocimiento se exige a los empleados públicos, un reciclaje y aprendizaje permanente no vinculado únicamente a los contenidos consustanciales de la actividad profesional que desempeñan sino también al desarrollo y adquisición de determinadas competencias y habilidades ligadas a la persona, al empleado público como tal, y que presumiblemente han de ser desarrolladas y potenciadas para aportar valor añadido al servicio público.

A pesar de la lógica de estas afirmaciones, las posibilidades de cambio en materia de gestión del empleo público en general y de formación en particular se encuentran sumamente condicionadas por la gestión más tradicional que se ha realizado de la función pública. La aversión al riesgo y la escasa capacidad de cambio de las administraciones no solo inhiben las innovaciones y la modernización en materia formativa sino que también dificulta la adecuación y la mejora en la prestación de los servicios públicos al ciudadano. Como señala la OCDE (2008), las dificultades de cambio en la organización de las administraciones públicas condiciona la adecuación de las competencias y de las cualificaciones precisas de los empleados públicos a un entorno cambiante. (OCDE, 2008: 22).

En este marco de promoción e impulso de las competencias los estudios de la OCDE (2011) consideran oportuno desarrollar aquellas dirigidas a promover el pensamiento creativo, la iniciativa y la innovación en los empleados públicos junto con aquellas otras destinadas a promover el trabajo en red, aspecto este último necesario para aprovechar las sinergias que se deriven del trabajo de diferentes áreas y con las que aportar valor público a los servicios y programas públicos. (OCDE: 2011; 14)[footnoteRef:8] [8:  Los estudios de la OCDE consideran oportuno incidir en los momentos actuales en el ámbito público sobre cuatro familias de competencias: Pensamiento creativo (creatividad e innovación); flexibilidad (gestión del cambio); cooperación (capacidad para trabajar en red) y pensamiento estratégico (visión y orientación hacia el futuro).] 


La formación continua, si la entendemos como la adquisición de competencias técnicas y habilidades personales por parte de los empleados públicos y el aprendizaje permanente, si lo conceptualizamos como el adquirido por los empleados públicos a través de la experiencia han de ser las bases sobre las que alentar la innovación en el ámbito de las administraciones públicas y garantías para aportar nuevas ideas con las que resolver los problemas y necesidades de los ciudadanos.

3.- La gestión del conocimiento en las administraciones públicas. Obstáculos y factores facilitadores

La gestión del conocimiento ha pasado a convertirse en una seña de identidad de aquellas administraciones públicas que hacen de él un valor a poner en alza para aportar soluciones creativas en la mejora de los servicios. Para ello se están llevando a cabo importantes transformaciones organizativas con el fin de favorecer no solo la generación del conocimiento, sino también su reutilización por medio de un máximo aprovechamiento de los recursos y experiencias existentes.

Adoptar esta línea de actuación en la gestión del empleo público exige de los dirigentes y gestores públicos asumir una disposición más abierta, más dialogante y más relacional con los empleados, lo que significa no solo otorgarles un espacio de corresponsabilidad sino también de oportunidad para ofrecer y aportar su conocimiento y experiencias en la generación de nuevas ideas.

Para ello, la Administración Pública ha de estimular el conocimiento de los empleados, reunirlo, sintetizarlo e incorporarlo en las actividades claves en las que se da un proceso continuo de innovación. Sin embargo, ello no es suficiente, quienes asumen responsabilidades de dirección pública han de aceptar las innovaciones que se produzcan y aparcar los criterios de funcionamiento más clientelar y autoritario que ha presidio la gestión pública para dar paso a una gestión más profesionalizada y abierta sustentada en la confianza, valor esencial para que el conocimiento y las ideas fluyan y condición imprescindible para facilitar las posibilidades de innovación.

3.1.- Obstáculos para una gestión eficaz del conocimiento en las administraciones públicas

No obstante, lo dicho aquí hasta ahora requiere que las administraciones asuman y reconozcan aquellos obstáculos y debilidades que por lo común impiden una gestión eficaz del conocimiento y un intercambio fluido de ideas. Únicamente identificando estos obstáculos es posible tomar conciencia de las soluciones que pueden aportarse con el fin de hacer de las administraciones, unas organizaciones basadas en el conocimiento y en la innovación.
Algunos de estos obstáculos, que ya han sido reseñados de forma sucinta, pueden quedar enumerados de la siguiente forma:

1.- Las resistencias al cambio que se generan ante un nuevo modo de gestionar el empleo público en el que se otorga y se le confiere una mayor capacidad a los empleados públicos para realizar propuestas de mejora. Esta actuación supone abrir conocimiento y ser más permeable a un nuevo modelo de gestión que determinadas élites no se encuentran dispuestas a asumir por la pérdida de influencia o de poder que ello les pueda reportar.

2.- Frente al sector privado, se le ha achacado al sector público su falta de predisposición a innovar y asumir los riesgos. Introducir cambios en la forma de gestionar lo público supone considerar una posibilidad de fracaso que difícilmente los gobiernos se encuentran en condiciones de aceptar. La falta de voluntad para asumir los cambios dificulta las posibilidades de innovación en el seno de las administraciones públicas y, en consecuencia, la posibilidad de asumir mejoras en la prestación de los servicios a los ciudadanos. Las resistencias que se generan no favorecen la adaptación de las administraciones públicas a la dinámica social y condiciona que los empleados públicos no adapten de forma precisa sus conocimientos y competencias. 

3.- La falta de confianza que inspira una cultura burocrática impide en mayor medida que las ideas y los conocimientos fluyan y se compartan. La persistencia de parcelas de poder en los ámbitos funcionales de las administraciones dificulta los procesos de colaboración y cooperación lo que merma la capacidad de innovación y condiciona la posibilidad de aprovechar las sinergias de trabajo que se produzcan. 

4.- La estructura que tradicionalmente define a las administraciones, fuertemente jerarquizadas y con largas cadenas de mando, limita que el conocimiento se transmita de una forma fluida y rápida entre quienes asumen puestos y responsabilidades de dirección y quienes implementan y ejecutan las decisiones. La pirámide jerárquica hace que las administraciones incurran en importantes costes de oportunidad y de tiempo hasta que se toman las decisiones por la autoridad que es competente para ello. 

5.- En ocasiones, las Administraciones no disponen de las plataformas tecnológicas precisas que posibiliten una transmisión rápida de ideas y que permitan compartir conocimiento entre grupos de trabajo independientemente del lugar donde se hallen. En otras, no existe un banco de conocimientos en el que se encuentren identificadas las mejores prácticas y a las que los empleados públicos puedan recurrir para abordar problemas similares y articular las soluciones más oportunas. 

Por lo común, los sistemas y plataformas de información y del conocimiento se hayan fragmentados y velados fruto de la división funcional que caracteriza a las administraciones públicas y fruto del excesivo recelo que determinados responsables públicos ofrecen para permitir que la información y el conocimiento fluyan entre todas las partes de la organización.[footnoteRef:9] [9:  Apenas se ha dado en el ámbito de las administraciones públicas la importancia adecuada para estimular y conservar el conocimiento que en ellas se genera. Ello repercute en que las administraciones no dispongan de una constancia clara del conocimiento que en ellas reside y a los empleados públicos a los que puede recurrir para efectuar un uso preciso de su conocimiento. Por lo común, las administraciones han adolecido de un sistema de gestión de la información y del conocimiento que les permitiera identificarlo, muy útil para conocer las mejores experiencias y las mejores prácticas que se han desarrollado para abordar problemas públicos o para mejorar los servicios. Ello se ha traducido en ineficiencias y en la asunción de costes innecesarios originados por el desconocimiento de soluciones que ya habían sido puestas en práctica para abordar problemas similares.
Afortunadamente las administraciones han tomado conciencia de este aspecto y se han emprendido acciones para fortalecer y transmitir el conocimiento mediante la constitución de plataformas y espacios que quieren hacer explícito el conocimiento que en ellas reside.
En este aspecto podemos considerar, entre otras:
El banco de conocimiento del INAP. https://bci.inap.es/
Catálogo de buenas prácticas de actuaciones municipales. Ayuntamiento de Madrid.
http://www.madrid.es/portales/munimadrid/es/Inicio/El-Ayuntamiento/Publicaciones/Listado-de-Publicaciones/Catalogo-de-buenas-practicas-de-actuaciones-municipales?vgnextfmt=default&vgnextoid=14902db907387310VgnVCM2000000c205a0aRCRD&vgnextchannel=f1aebadb6b997010VgnVCM100000dc0ca8c0RCRD
Banco de Buenas Prácticas. Federación Española de Municipios y Provincias. http://femp.femp.es/Portal/Front/Atencion_al_asociado/Buenas_Practicas/_y-rfpJiXKXrNNuV-hEAkOq9Euvf_zJSI
Banco de boas prácticas. Consellería de traballo e benestar.
https://bbpgal.xunta.es/es/inicio/que-es-el-banco-de-buenas-practicas.html] 


3.2.- Facilitadores para una gestión eficaz de conocimiento en las administraciones públicas

Estimular la participación de los empleados públicos en una Administración orientada al conocimiento y a la innovación exige al equipo de gobierno y a los gestores públicos generar el entorno, las condiciones organizativas y la motivación precisa para ello. El conocimiento se origina y fluye en una organización en la medida en que se establecen las condiciones apropiadas que lo fomentan.

En este apartado de la ponencia se apunta una propuesta concreta de las dimensiones, ámbitos y actuaciones que habrían de ser tomados en consideración por los responsables públicos que pretendan hacer de la Administración pública una organización que estimula el conocimiento, que aprende y que pretende mostrarse innovadora.

Para hacer más fácil su comprensión y asimilación se han puesto de relieve diez ámbitos de actuación agrupados a su vez en tres dimensiones.

	Dimensiones
	Ámbitos

	Gestión avanzada
	Liderazgo.
Orientación a resultados.
Agilidad estratégica.

	Desarrollo organizativo
	Estructura organizativa.
Mejora de procesos.
Perfiles de los puestos.
Gestión de personal.

	Gobierno abierto
	Transparencia.
Participación de los empleados públicos.
Administración electrónica.


Tabla 1. Dimensiones y ámbitos para promover el conocimiento y la innovación. Fuente: Elaboración propia.

1.- Dimensión. Gestión avanzada

Las posibilidades de éxito para una Administración que orienta sus esfuerzos al conocimiento y la creación de valor público se hallan sustancialmente determinadas por la forma en la que se ejerce el liderazgo y por la cultura organizativa que ha marcado la forma en la que actúa.

Ámbito. Liderazgo.
La primera premisa que ha de cumplirse es la intención del equipo de gobierno por estimular la gestión del conocimiento y de la innovación pública para posteriormente alinear los programas y actuaciones que se propongan a este reto.

Tradicionalmente la dirección de los asuntos públicos se ha visto caracterizada por un fuerte predicamento del principio de jerarquía y por un excesivo control de las actividades que se realizan por los órganos de dirección. 

En consonancia con las características que definen una Administración Pública que aprende y que innova los directivos públicos deben de asumir un menor papel de control sobre las actividades y estimular otros valores que faciliten el aprendizaje continuo y el fomento de aptitudes y de actitudes en los empleados que inciten a la propuesta de ideas innovadoras. Ortiz de Zárate (2013) lo denomina intraemprendizaje, y lo define como una actividad caracterizada por la autonomía de una persona, o un pequeño grupo, que aplica su creatividad para imaginar nuevos productos, nuevos servicios o nuevos métodos y que hace lo posible por llevar esas ideas a la práctica. Desde este ámbito es importante incidir en el compromiso de los directivos para promover la compartición de conocimiento entre los empleados públicos y fomentar de prácticas de empowerment[footnoteRef:10]. [10:  Las decisiones se hacen más efectivas en el lugar donde surge el problema o la situación que se trata de solucionar. En este aspecto es esencial conferir confianza a los empleados públicos para que aporten las soluciones que estimen más pertinentes en los procesos de trabajo en los que participan. El empowerment, como técnica de gestión de personal, habilita al empleado público para asumir responsabilidades y el riesgo que cualquier toma de decisión en su ámbito comporta.
] 


El papel del líder también exige favorecer y potenciar la vinculación de los empleados públicos con la Administración. El nivel de integración que muestren los empleados promueve su confianza en la institución y, en consecuencia, su actitud y predisposición para aportar nuevas ideas.

Ámbito. Orientación a resultados.

En la sociedad del conocimiento, la legitimidad de la acción de gobierno se halla avalada por el por el cumplimiento de objetivos y la satisfacción que reciben los ciudadanos de los servicios públicos que les son prestados.

Ello supone orientar a la organización pública hacia la dirección por objetivos y más aún, definir y establecer indicadores que permitan medir los efectos de sus actuaciones y el impacto de sus programas.

La orientación a resultados, como técnica de gestión, permite a los gestores públicos detectar las causas que impidieron alcanzar los objetivos de una determinada política pública o programa de gobierno, pero también, y ello es más importante, obtener un conocimiento preciso que permita reenfocar la toma de decisiones y contemplar otras alternativas hacia la consecución de los resultados previstos. La generación de ideas y la creatividad por parte de los empleados públicos es, en este aspecto, un factor en alza que posibilita abordar desde diversas perspectivas el tratamiento de un problema y la mejora de un servicio.

Ámbito. Agilidad estratégica.

En un entorno de cambios constantes se exige la puesta en práctica de rápidas estrategias que aporten soluciones válidas. Los gobiernos se encuentran obligados no solo a tomar decisiones ágiles sino también a implantar e implementar estas estrategias con cierta celeridad.

La rapidez de los cambios incide en que una estrategia, a priori adecuada para afrontarlos, devenga en desfasada con el paso del tiempo. La planificación de gobierno es un proceso iterativo y de revisión continua fruto de la innovación constante que pueda requerir el tratamiento de los asuntos públicos. Ello exige una importante capacidad para la toma decisiones que inciden en los planteamientos estratégicos iniciales y que se ven alterados por el entorno y la necesidad de aplicar de forma constante nuevas ideas e innovaciones a partir del conocimiento de los empleados públicos.

2.- Dimensión. Desarrollo organizativo.

Ámbito. Estructura organizativa.

Es ampliamente reconocido que el impulso del conocimiento y de la innovación exige disponer de un tipo de organización flexible y ágil que posibilite responder con eficacia y eficiencia a los problemas y necesidades de los ciudadanos. En este punto, la reordenación y la simplificación de las estructuras de las administraciones son una actuación de significativa importancia.

Las estructuras organizativas horizontales permiten un flujo de información y de conocimiento más ágil y eficaz.  Una transmisión más fluida de ideas se ha de producir en un contexto en el que existan menos niveles jerárquicos y una menor departamentalización de la estructura organizativa.

En primer lugar, una estructura organizativa con menos niveles jerárquicos permite trasladar de una forma más eficaz el proceso de toma de decisiones que afectan a los ciudadanos a niveles más cercanos a éstos, mejorando la capacidad de respuesta y permitiendo la obtención de un rápido feed back sobre las medidas públicas que han sido adoptadas.

En segundo lugar, una estructura organizativa menos atomizada evita que las unidades administrativas operen de una forma aislada y escasamente integrada con el resto de áreas que componen la estructura de la organización. 

La compartamentalización y la fragmentación conllevan una seria dificultad para las organizaciones que aprenden como es el entorpecimiento de los flujos de información y de comunicación, requisito indispensable para promover e impulsar la compartición del conocimiento y la creación de sinergias que añaden valor a los procesos de trabajo. 

Ámbito. Mejora de procesos.

La cultura organizativa que define la Administración determina el modo de proceder de sus empleados. El modo de trabajo en las administraciones se ha consolidado sobre la existencia de procesos fuertemente normalizados que ofrecen poco juego y margen para la creatividad y la generación de ideas.

Los procesos de trabajo en las administraciones se han caracterizado por su formalismo, por su carácter garantista y por el deber exigido en su observación. El cumplimiento del procedimiento se antepone a los resultados que podrían obtenerse y otorga escasa trascendencia a la calidad con la que se efectúa la prestación de los servicios públicos.

Una organización que innova y que aprende requiere la racionalización interna de sus procesos, atender a iniciativas que supongan su reducción y simplificación y consolidar aquellos que mayor valor añadido aportan a la puesta en práctica de una política pública o prestación de un servicio público.

Ámbito. Perfiles de los puestos.

Un ámbito más sobre el que se ha de actuar implica la transformación y adecuación de los perfiles de los puestos de trabajo. Una organización pública que aprende y que genera valor requiere de empleados públicos capaces de combinar los aspectos técnicos que supone el desarrollo de su actividad con la iniciativa y la creatividad que se les ha de requerir, no solo para generar valor en los procesos de trabajo en los que participan, sino también para concurrir con sus ideas a mejorar el desempeño de la organización pública en su conjunto.

Una organización que experimenta, que se actualiza y que genera conocimiento a través del aprendizaje requiere de nuevas competencias y habilidades en los empleados públicos. Identificar los perfiles profesionales necesarios determinando los conocimientos y las actitudes requeridas de los empleados es condición sine quanon para garantizar el funcionamiento con éxito de una organización creativa donde el aspecto central es la generación de ideas.

Ámbito. Gestión de personal.

La exigencia de un cambio en las competencias, aptitudes y actitudes de los empleados públicos que han de asumir capacidades para transmitir conocimiento y para innovar exige alinear los subsistemas de gestión de personal a este nuevo reto: la generación de ideas y de valor público. 

En materia de selección, los procesos han de ir dirigidos a establecer un sistema de perfiles de competencias que permita a la Administración Pública incorporar a aspirantes con aptitudes para innovar y asumir cambios. 

En materia de capacitación y de formación, los programas que se impartan han de ir orientados tanto a las mejoras de las capacidades técnicas y profesionales de los empleados públicos como a estimularles en el desarrollo de determinadas capacidades como: la asunción del riesgo, la toma de decisiones, la creatividad, el trabajo en equipo, la capacidad de comunicación o la habilidad para gestionar el cambio.

Por lo que respecta al subsistema de recompensas o de retribución, la capacidad de transmitir conocimiento y de innovar ha de ser premiada por parte de la Administración Pública. El recurso a la evaluación del desempeño y a la retribución variable se constituye en un factor de motivación y de reconocimiento para los empleados públicos que aporten valor añadido tanto a sus procesos de trabajo como a los servicios que prestan.

Finalmente, las posibilidades de promoción profesional en el empleo público exigen que la carrera administrativa de los empleados públicos tome en consideración las competencias y aptitudes que se vienen considerando.

3.- Dimensión. Gobierno abierto.

Tres aspectos sustanciales integran el contenido de esta dimensión: la transparencia, el impulso de la participación de los empleados públicos y la habilitación de plataformas y de medios, eminentemente tecnológicos, a través de los que la transparencia y las posibilidades de participación de los empleados se hacen realidad.

Ámbito. Transparencia.

La generación de conocimiento y el valor añadido que de él se desprende por su aplicación se haya vinculado a una gestión transparente de los asuntos públicos. 
La transparencia facilita la transmisión de la información, y es condición imprescindible para estimular un clima de confianza entre el equipo de gobierno, los directivos y empleados públicos con el fin de favorecer la aportación de nuevas ideas en cualquier parte del proceso que conlleva la prestación de un servicio público.

Además, los esfuerzos que realice el equipo de gobierno y los directivos públicos por generar un proceso más abierto y transparente confiere un mayor grado de corresponsabilidad a los empleados públicos sobre las decisiones que se adoptan y los resultados que se obtienen de la acción pública.

Ámbito. Participación de los empleados públicos.

La participación de los empleados públicos en el diseño de los programas y servicios públicos contribuirá a abrir nuevos procesos de aprendizaje en común. Únicamente con el estímulo de la participación es plausible la aportación de ideas y de conocimiento.

En este sentido, los equipos de gobierno y los directivos públicos deberán de alentar la apertura de diversos canales de interactuación facilitando la comunicación entre los empleados e incitando de esta forma a una participación mucho más activa presidida por los principios de transparencia, colaboración y co creación en el diseño e implementación de las acciones públicas.

Ámbito. Administración electrónica

El conocimiento aumenta en la medida que se desarrollan y se potencian los sistemas tecnológicos. La tecnología al servicio de la transmisión de ideas y de conocimiento favorece e impulsa la capacidad de innovación en los procesos de trabajo y servicios que se prestan. La posibilidad de compartir conocimiento a través de plataformas tecnológicas (groupware) favorece que los empleados amplíen su aprendizaje y conocimiento y que puedan compartirlo con los demás.

Un aspecto sustancial es el desarrollo de la Intranet como plataforma para el intercambio de ideas entre los empleados públicos de la misma organización y de otras organizaciones públicas integradas en los diferentes niveles de gobierno. La interconexión entre todas ellas es clave para el intercambio de información, de conocimiento y de experiencias que permitan aprovechar las sinergias de trabajo que puedan derivarse.

4.- La orientación a una Administración Pública que aprende. La conformación de un sistema de indicadores

A lo largo de la ponencia ha quedado mostrada la importancia de la gestión del conocimiento en las administraciones como fundamento sobre el que generar valor añadido y fomentar la innovación en los servicios públicos.

Determinar la capacidad de la Administración Pública para gestionar su conocimiento requiere realizar un diagnóstico de los recursos y de las oportunidades que ofrece la propia organización a sus empleados para aportar conocimiento e innovar. Únicamente teniendo consciencia de la situación de partida es posible trazar objetivos y líneas de acción que orienten a la Administración hacia una organización que genera conocimiento, que innova y que aporta valor a los servicios públicos.

A este respecto, la constitución de un sistema o de un modelo de indicadores es un requisito esencial para medir el potencial de conocimiento y la capacidad de innovación de las administraciones públicas. El aspecto central reside en determinar qué indicadores son los más oportunos para medir la gestión del conocimiento y las capacidades de innovación en las administraciones y cuál es la estrategia a seguir para incorporarlos dentro del sistema de medición.

En este sentido es oportuno reseñar que la idoneidad del indicador se encuentra determinada por los objetivos que se trace la Administración en el marco de la innovación y de la generación del conocimiento por lo que los indicadores han de converger con este aspecto. La mejor información que nos pueda proporcionar un indicador no es válida si éste no se encuentra precisamente alineado a las estrategias y objetivos a los que pretendemos orientar la gestión del conocimiento en el ámbito público.

Han sido ya numerosos los trabajos realizados para tratar de identificar y evaluar el capital de conocimiento del que dispone una organización, Sveiby (1997); Edvinson y Malone (1997) o Brooking (1997). A ellos les siguen otros extensamente empleados en las organizaciones como el Cuadro de Mando Integral, desarrollado por Kaplan y Norton (1992), el modelo Skandia de Edvisson y Malone (1992); el modelo ideado por Adrew Mayo y Elizabeth Lank (2000), el modelo Nova (1998) el modelo Thalec (2007) o el modelo Intellectus (IADE 2003), al margen de otros muchos que se han establecido y que se han esforzado por la definición y el establecimiento de diversas dimensiones desde las que valorar las condiciones de las organizaciones para generar ideas y gestionar el conocimiento.

Todos ellos tienen como objetivo efectuar un diagnóstico de las posibilidades que tiene una organización para generar y gestionar conocimiento, innovar y aportar valor añadido a través del factor humano.

Por lo común, las perspectivas más aceptadas para medir la generación de conocimiento y de ideas en el ámbito de cualquier organización ya sea esta pública o privada son el capital humano; el capital estructural y el capital relacional (Bueno, 1998) aunque nada impide establecer o fijar otras con las que los gestores públicos puedan disponer de una información más integra y complementaria sobre la que tomar decisiones en el ámbito de la gestión del conocimiento en cada organización pública.

A través de las diferentes perspectivas el directivo público, esencialmente aquel que asume responsabilidades en el ámbito de la gestión de personal, obtiene una imagen del capital intelectual de la organización hallando sus debilidades y fortalezas pero también identificando la capacidad y el potencial de la organización pública para crear conocimiento e innovación.

El capital humano, el capital estructural y el capital relacional orientan a los responsables de recursos humanos para fijar las metas y los objetivos con los que impulsar a los servidores públicos a aprender y a innovar. Es preciso asumir que todas las perspectivas se encuentran interrelacionadas de forma que resultaría sesgada la implementación de acciones en una de las perspectivas sin obtener resultados en las demás.

Únicamente desde la complementariedad de las perspectivas y la fijación de objetivos en todas ellas es plausible la generación de valor público. Por un lado, realizando esfuerzos desde el interior la Administración Pública en actuaciones vinculadas al capital humano y estructural y, por otro, trazando interrelaciones con otros actores públicos y privados mediante las actuaciones que se alineen con el capital relacional, perspectiva muy asociada y vinculada a una forma de gobierno, el gobierno en red.

5.- Conclusiones

1.- El modelo de organización y de gestión del empleo público son variables clave para analizar la capacidad de la Administración Pública para gestionar su conocimiento. Una escasa cualificación de los empleados públicos; la rigidez en los puestos de trabajo; o un control excesivo en el ejercicio de las tareas asignadas son factores que reducen las capacidades de los empleados para aportar creatividad e innovación.

2.- En un modelo de organización orientada al conocimiento y a la innovación, los equipos de gobierno se hayan comprometidos a reconocer la capacidad de los empleados públicos para definir y aportar soluciones a los problemas públicos. Ello supone plantearse un nuevo enfoque que desplaza un modelo de gestión jerárquico y autocrático a un modelo de gestión de empleo público más colaborativo y cooperativo.

3.- El valor añadido que con su conocimiento aportan los empleados busca la mejora continua de los bienes y servicios y a través de ella se legitima la actuación de los gobiernos ante los ciudadanos. El resultado de esta argumentación y razonamiento es obvio: los gobiernos han de impulsar y promover el conocimiento y la capacidad de innovación de los empleados públicos en aras a legitimar su propia existencia y actuación ante la sociedad.

4.- El fortalecimiento de los programas formativos para el empleo público promoverá, junto a una política de gestión de personal asentada en los principios de confianza y empoderamiento, una creciente gestación de ideas con las que contribuir a la creación de valor público

5.- La formación continua, si la entendemos como la adquisición de competencias técnicas por parte de los empleados públicos y el aprendizaje permanente, si lo conceptualizamos como el adquirido por los empleados a través de la experiencia han de ser las bases sobre las que alentar la innovación en el ámbito de las administraciones públicas y garantías para aportar nuevas ideas con las que resolver los problemas y necesidades de los ciudadanos.

6.- El aspecto más significativo del proceso de generación de conocimiento lo constituye la aportación de ideas y la experimentación que con ellas ha de realizarse para probar el grado de innovación que generan. Ello presupone disponer de una mentalidad de gobierno lo suficientemente abierta y madura que admita las posibilidades de error en la puesta en práctica de nuevos proyectos e ideas sin que este hecho deba de ser sancionable. Todo lo contrario, ha de ser interpretado como una experiencia de aprendizaje añadida para volver a reiniciar el proceso de innovación y de búsqueda de la solución más óptima y efectiva

7.- Valorar la capacidad de una organización para generar innovación y conocimiento de una forma sinérgica requiere el establecimiento de un sistema de indicadores que permita evaluar la situación de partida y trazar objetivos y actuaciones que orienten a la Administración Pública hacia el conocimiento y la innovación.
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